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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]PRINCIPIO DE PUBLICIDAD – Concepto – Fundamento axiológico – Fundamento constitucional 

Uno de los postulados más importantes de un Estado social y democrático de derecho es el principio de publicidad, pues este permite que las actuaciones de las autoridades gocen de visibilidad. En tal sentido, la filosofía política ha indicado que la democracia “[…] es idealmente el gobierno de un poder visible, es decir, el gobierno cuyos actos se realizan ante el público y bajo la supervisión de la opinión pública”. El secreto generalizado en el ejercicio del poder político constituye, por el contrario, una negación de la democracia, porque dificulta la supervisión de las autoridades por parte de la sociedad civil y establece una barrera para la participación ciudadana. Inspirada en esta concepción axiológica, en los Estados de derecho se pregona la publicidad de las actuaciones de los poderes públicos. Como evidencia de ello, la Constitución Política de 1991 consagra en varios artículos la publicidad como un principio rector del Estado colombiano. Entre los más destacados, puede mencionarse el 209, que afirma que la publicidad es uno de los principios que fundamentan el ejercicio de la función administrativa, y el 74, que consagra la garantía de acceso a los documentos públicos que no gocen de reserva –y esta, además, es excepcional, pues solo procede si existe causal constitucional o legal expresa–. 

PRINCIPIO DE PUBLICIDAD – SECOP – Documentos del proceso – Deber de publicación 

El derecho de acceso a la información pública o de interés público permite a toda persona, sin necesidad de acreditar calidad, interés o condición particular, conocer la existencia de información pública, acceder a la misma y difundirla o publicarla, según su interés. En ese contexto, las Entidades Estatales, conforme al artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015, tienen la obligación de publicar en el SECOP “[…] los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su expedición […]”.

La expresión Documentos del Proceso está definida en el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015, donde se establece que: “son: (a) los estudios y documentos previos; (b) el aviso de convocatoria; (c) los pliegos de condiciones o la invitación; (d) las adendas; (e) la oferta; (f) el informe de evaluación; (g) el contrato; y cualquier otro documento expedido por la Entidad Estatal durante el Proceso de Contratación”. [Énfasis fuera de texto]

Sin embargo, para identificar los documentos que deben publicarse, es necesario realizar una interpretación sistemática de las disposiciones del Decreto 1082 del 2015, comoquiera que el anterior no es un listado taxativo, sino enunciativo, porque además de los documentos enlistados, el artículo 2.2.1.1.1.3.1 Ibidem recoge en la noción de Documentos del Proceso “cualquier otro documento expedido por la Entidad Estatal durante el Proceso de Contratación”. 

DEBER DE PUBLICIDAD – Sujetos Obligados 

Teniendo en cuenta quienes son los sujetos obligados a publicar la información, es pertinente señalar que el precitado artículo dispone que la Ley 1712 aplica a un amplio conjunto de sujetos obligados, incluyendo todas las entidades públicas de cualquier rama y nivel; órganos autónomos y de control; personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que ejerzan función pública o presten servicios públicos respecto de la información relacionada con dicha función; empresas estatales; partidos y movimientos políticos; y entidades que administren recursos públicos o parafiscales. Además, quienes reciban o intermedien fondos públicos, sin cumplir otros criterios, solo deben cumplir la ley respecto de la información vinculada a esos recursos. Finalmente, aclara que los usuarios privados de información pública no son sujetos obligados.

Dicho artículo establece una serie de entidades y organizaciones que no se caracterizan siempre por ser de naturaleza pública, sino que depende de la función o a la administración de recursos para cumplir el deber de publicar su información. Así mismo, el artículo 9 de la Ley 1712 de 2014 exige que todo sujeto obligado publique de forma proactiva información básica sobre su estructura y gestión: su organización interna, funciones, sedes y horarios; su presupuesto, ejecución y planes de gasto; un directorio con cargos, contactos y escalas salariales; las normas, políticas, metas, manuales e indicadores de desempeño; el plan anual de compras y los contratos adjudicados, incluyendo datos esenciales de los contratistas; los plazos de los contratos; y el Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano. Además, la información debe ser clara, comprensible, veraz y oportuna, ajustarse a los formatos definidos por Función Pública para servidores y contratistas, y cumplir con las directrices de la estrategia de gobierno en línea. 

IPS – Naturaleza Jurídica 

Para comprender la naturaleza de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud -IPS-, es importante resaltar que   la Corte Constitucional ha señalado que la Ley 100 de 1993 estructuró el Sistema General de Seguridad Social en Salud con el propósito de alcanzar la cobertura universal mediante un modelo institucional que distribuye las funciones entre los distintos actores que lo integran. En ese diseño, las Entidades Promotoras de Salud (EPS) tienen a su cargo la afiliación de los usuarios y la garantía de la prestación del Plan Obligatorio de Salud, mientras que las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) son las entidades organizadas para la prestación efectiva de los servicios de salud. Asimismo, la Corte ha destacado que el legislador configuró un sistema que permite la concurrencia de entidades públicas y privadas en condiciones de libre competencia, sin que desvirtúe el carácter de interés público y la finalidad social del servicio de salud, pues el ejercicio de la libertad económica se encuentra sometido al marco legal y a las facultades de regulación, vigilancia y control que corresponden al Estado.

La Ley 100 de 1993 incluye dentro de los integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud a las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS), comprendiendo bajo esa denominación a las entidades de naturaleza pública, mixta y privada. A su vez, el artículo 185 ibídem dispone que las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) tienen como función prestar los servicios de salud correspondientes a su nivel de atención a los afiliados y beneficiarios del Sistema, de conformidad con los principios y parámetros establecidos en la ley. Asimismo, establece que las IPS deben regirse por los principios de calidad, eficiencia y autonomía administrativa, técnica y financiera, promover la libre concurrencia mediante el suministro de información oportuna, suficiente y veraz a los usuarios, abstenerse de realizar prácticas que afecten la libre competencia o interrumpan la prestación de los servicios de salud, y cumplir los requisitos que determine el Ministerio de Salud para su constitución.

IPS – Particulares que gestionan recursos públicos – Entidades de Régimen Especial 

Asimismo, la Corte destacó que la naturaleza parafiscal de estos recursos implica que su administración se encuentra sometida al principio de destinación específica previsto en el artículo 48 de la Constitución Política. En ese sentido, explicó que la protección constitucional recae sobre los recursos de la seguridad social y no sobre la naturaleza pública o privada de la entidad que interviene en su administración. Por ello, mientras los recursos conserven su destinación a la financiación del Sistema General de Seguridad Social en Salud, permanecen amparados por la protección constitucional prevista en el artículo 48 Superior.

En tal sentido, las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) obtienen ingresos provenientes de diversas fuentes y no exclusivamente de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud. En efecto, además de los pagos derivados de la prestación de servicios financiados con recursos del Sistema, las IPS pueden percibir ingresos por la prestación de otros servicios de salud, como los correspondientes a planes adicionales, medicina prepagada, pólizas de seguros u otros servicios ajenos al Plan Obligatorio de Salud. En consecuencia, los recursos de las IPS no tienen, en su integridad, naturaleza parafiscal ni destinación específica, circunstancia que las diferencia de las EPS y de las entidades administradoras del Sistema.   

IPS – Formas organizativas – IPS Universitaria 

Las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) no conforman una categoría homogénea ni tienen una única naturaleza jurídica. De acuerdo con la Ley 100 de 1993, estas pueden ser oficiales, mixtas, privadas, comunitarias o solidarias, y estar organizadas dentro de las Entidades Promotoras de Salud o por fuera de ellas, con el propósito de prestar servicios de salud a los afiliados del Sistema General de Seguridad Social en Salud. En este asunto, puede encontrarse que las IPS que tienen la calidad de hospitales universitarios, que son definidos por el artículo 100 de la Ley 1438 de 2011 modificado por la Ley 2010 de 2019 y la Ley 2333 de 2023: “El hospital universitario es una institución prestadora de salud que proporciona entrenamiento universitario, enfocado principalmente en programas de posgrado, supervisado por autoridades académicas competentes y comprometidas con las funciones de formación, investigación y extensión”.

Esta diversidad supone que la denominación de IPS identifica principalmente la actividad de prestación de servicios de salud, pero no determina por sí sola una forma jurídica específica. Bajo dicha categoría pueden concurrir entidades constituidas conforme a diferentes modelos organizativos y sometidas a regímenes jurídicos distintos, según su naturaleza, su forma de creación y las disposiciones especiales que resulten aplicables.

DEBER DE PUBLICIDAD – Sujetos Obligados – Particulares que gestionan recursos públicos – Entidades de Régimen Especial 

A partir de las consideraciones expuestas, puede afirmarse que las IPS pueden asumir distintas configuraciones jurídicas según la participación de entidades públicas en su conformación y el origen de los recursos que administran. En algunos casos, pueden operar como particulares que gestionan recursos públicos; en otros, adquieren la condición de entidades de régimen especial cuando la presencia estatal es determinante, como ocurre con la participación de Empresas Sociales del Estado. Por ello, se considera pertinente exponer los fundamentos normativos de cada escenario planteado para aludir las obligaciones que les pueden ser aplicables dentro del Sistema de Compras Públicas. 

a. Particulares que administran recursos públicos. Es pertinente señalar que los particulares que cumplen funciones administrativas y que ejecutan recursos públicos son sujetos obligados de la Ley 1712 de 2014, como lo dispone los literales d y g del artículo 5. En tal sentido, el literal g) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014, dispone que todos los destinatarios de la Ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la Información Pública deben garantizar la publicidad de “sus procedimientos, lineamientos, políticas en materia de adquisiciones y compras, así como todos los datos de adjudicación y ejecución de contratos, incluidos concursos y licitaciones”. 

En ese contexto, el Decreto 1080 de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura” dispuso en el artículo 2.8.3.1.5. que de acuerdo con el literal c) del artículo 3° de la Ley 1150 de 2007, el Sistema de Información del Estado en el cual los sujetos obligados que contratan con recursos públicos están en la obligación de publicar la información de su gestión contractual en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública –SECOP-, y que el término de publicación es lo prescrito en el Decreto 1510 de 2013, esto es, lo definido en el Decreto Compilatorio 1082 de 1015, que en el artículo 2.2.1.1.1.7.1, establece la obligación de publicar en el SECOP “[…] los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su expedición […]”.

b. Entidades de régimen especial. Son aquellas entidades que por disposición legal cuenten con un régimen contractual especial de contratación, teniendo en cuenta los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, respectivamente según sea el caso y estarán sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal, conforme al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007. De igual modo, dicho artículo 13 modificado por el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022, el cual estableció la obligación de las Entidades Estatales exceptuadas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública de publicar en el SECOP II –es decir en la plataforma transaccional vigente– su actividad contractual. Así pues, respecto de los documentos que deben publicarse en el SECOP II a efectos de cumplir el mandato consagrado en el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022, es preciso advertir que la disposición hace referencia a los documentos relacionados con su actividad contractual, la cual define como “[…] los documentos, contratos, actos e información generada por oferentes, contratista, contratante, supervisor o interventor, tanto en la etapa precontractual, como en la contractual y la post-contractual”.
[…]
Teniendo en cuenta, la obligatoriedad de SECOP II para entidades de régimen especial, es preciso señalar que está habilitado dos módulos para dichas entidades: i) Régimen Especial con Ofertas, que consiste en un procedimiento contractual que se desarrolla en línea y dentro de la plataforma, en el que las entidades pueden estructurar el proceso de contratación y recibir las ofertas de los proveedores y generar el contrato electrónico y demás documentos, conformándose un expediente electrónico; ii) Régimen Especial sin Ofertas, que consiste en que las entidades pueden estructurar el Proceso de Contratación, generar el contrato electrónico y realizar la gestión contractual. Al respecto, la Circular Externa No. 002 del 23 de agosto de 2024, estableció los lineamientos para la aplicación del artículo 53 de la Ley 2195 de 2022 por parte de las Entidades Estales que por disposición legal cuentan con un régimen contractual excepcional al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.















[image: ]Bogotá D.C., 27 de julio de 2026	


Señor
Ciudadano
Bogotá D.C.


                                    Concepto C-982 de 2026

	Temas:                   
	PRINCIPIO DE PUBLICIDAD – Concepto – Fundamento axiológico – Fundamento constitucional / PRINCIPIO DE PUBLICIDAD – SECOP – Documentos del proceso – Deber de publicación / DEBER DE PUBLICIDAD – Sujetos Obligados / IPS– Naturaleza Jurídica / IPS– Particulares que gestionan recursos públicos – Entidades de Régimen Especial / IPS – Formas organizativas – IPS Universitaria / DEBER DE PUBLICIDAD – Sujetos Obligados – Particulares que gestionan recursos públicos – Entidades de Régimen Especial 


	

	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_06_11_007925


	


Estimado Señor ciudadano: 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido por la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente – atiende la solicitud de consulta del 11 de junio relacionada con la obligación de una IPS de reportar información a la Agencia y las eventuales consecuencias derivadas de dicho reporte. En ese marco, formula las siguientes preguntas para precisar el alcance de la consulta:

1. “¿Está obligada una persona juridica con las características anteriormente descritas a reportar o suministrar algún tipo de información, dato, indicador o documento a la agencia nacional de contratación pública? ¿Cuál o cuáles?
2. ¿Existe información que dicha persona jurídica deba reportar a otra entidad, pero cuya obligación esté contenida en una norma expedida por su entidad (Agencia nacional de contratación pública)? De ser así, ¿a qué entidad se reporta y cuál es la norma que lo exige?
3. ¿Cuál es la norma (ley, decreto, resolución, circular u otro acto administrativo) que establece dicha obligación de reporte? Por favor indicar número, año y entidad que la expidió.
4. ¿Con qué periodicidad debe realizarse el reporte (diaria, semanal, mensual, trimestral, anual, u otra)? ¿Existe una fecha límite específica para su envío?
5. ¿Qué información exacta debe contener el reporte? ¿Existe un formato, plantilla o estructura oficial definida por la entidad?
6. ¿Cuál es el medio o canal oficial para enviar el reporte (plataforma web, correo electrónico, sistema de información, radicado físico, u otro)? Por favor indicar el nombre del sistema o dirección de envío si aplica.
7. ¿El reporte debe estar firmado por el Representante Legal de la institución? ¿Se requiere firma digital, electrónica o física? ¿Debe ir con algún tipo de certificación adicional?
8. ¿Existen sanciones, multas, medidas administrativas u otras consecuencias por el incumplimiento en la presentación del reporte o por presentarlo de manera extemporánea o incompleta? ¿Cuáles son y en qué norma están establecidas?
9. ¿Existe algún proceso de verificación, validación o retroalimentación por parte de la entidad una vez se recibe el reporte? ¿Cómo se notifica al prestador sobre errores o inconsistencias?
10. ¿Ha habido cambios normativos recientes (últimos 24 meses) en las obligaciones de reporte de las IPS ante esa entidad? De ser así, ¿cuáles?”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero señalando algunas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de consulta. 

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes, esta Agencia procede a resolver el siguiente problema jurídico: ¿Las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) están obligadas a reportar información a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– y, de ser así, cuáles son las condiciones normativas que rigen el cumplimiento de dicha obligación?

II. Respuesta:

	En relación con el problema jurídico planteado, es necesario precisar que el deber de reportar información en el Sistema de Compras Públicas por parte de las IPS no constituye un mandato uniforme ni automático. Su configuración depende de dos elementos estructurales que impiden asumir una obligación idéntica para todas estas entidades. En primer lugar, la naturaleza jurídica de las IPS no es homogénea. Estas pueden ser oficiales, mixtas, privadas, comunitarias o solidarias, y pueden estar organizadas dentro de las Entidades Promotoras de Salud o por fuera de ellas. Esta diversidad organizacional y jurídica implica que no todas las IPS se encuentran sometidas al mismo régimen de derecho público ni a las mismas cargas de reporte. En segundo lugar, la fuente y el carácter de los recursos que administran resulta determinante. Las IPS pueden percibir recursos provenientes de distintas fuentes: algunos corresponden al Sistema General de Seguridad Social en Salud y conservan la naturaleza parafiscal y la destinación específica prevista en el artículo 48 de la Constitución Política; otros derivan de actividades o servicios diferentes autorizados por el ordenamiento jurídico y no comparten dicho carácter. Esta doble dimensión permite diferenciar obligaciones, alcances y estándares de reporte que no pueden asumirse como idénticos para todas las entidades.
Por un lado, se encuentra la categoría de los particulares que administran recursos públicos y ejecutan funciones administrativas los cuales son sujetos obligados por la Ley 1712 de 2014, conforme a los literales d) y g) del artículo 5, lo que implica garantizar la publicidad de sus procedimientos, lineamientos y políticas de adquisición, así como de los datos de adjudicación y ejecución contractual. En desarrollo de este mandato, el Decreto 1080 de 2015 reiteró que quienes contratan con recursos públicos deben publicar la información de su gestión contractual en el SECOP, conforme a la Ley 1150 de 2007 y a los términos previstos en el Decreto 1082 de 2015, que exige divulgar los documentos y actos del proceso dentro de los tres días siguientes a su expedición.
Sin embargo, el hecho de administrar recursos públicos no convierte a los particulares en entidades sometidas al Estatuto General de Contratación ni los habilita para ser tratados como entidades de régimen especial, por lo que no se les puede exigir el uso de SECOP II. Aun así, persiste la obligación de reportar en SECOP I la información contractual asociada a la gestión de los recursos públicos administrados, en cumplimiento de la Ley 1150 de 2007 y de los Decretos 1080 y 1082 de 2015, asegurando así la trazabilidad y transparencia exigidas por el ordenamiento jurídico. 
Por otro lado, las entidades de régimen especial, esto es, aquellas que por disposición legal cuentan con un régimen contractual distinto al Estatuto General de Contratación, están obligadas a publicar en el SECOP II toda la información relacionada con su actividad contractual, conforme al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 modificado por el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022. Esta obligación comprende la divulgación de los documentos, actos, contratos e información generada por oferentes, contratistas, supervisores e interventores en las etapas precontractual, contractual y postcontractual, sin distinción respecto de la naturaleza u objeto del contrato. Para cumplir este mandato, las entidades deben utilizar uno de los dos módulos habilitados en SECOP II —Régimen Especial con Ofertas o Régimen Especial sin Ofertas— según el análisis que realicen sobre las características del proceso, garantizando la trazabilidad y la transparencia de la gestión contractual.
En cuanto a los plazos de publicación, cuando las entidades emplean SECOP II como herramienta de publicidad, deben cargar los documentos dentro de los tres días siguientes a su expedición, conforme a lo previsto en el Decreto 1082 de 2015 y reiterado por la Circular 002 de 2022. Si optan por el uso transaccional de la plataforma, la publicación debe realizarse en tiempo real, de acuerdo con el cronograma del proceso de selección. En consecuencia, las entidades de régimen especial deben asegurar la publicación oportuna e integral de la documentación contractual en SECOP II, armonizando este deber con las normas sobre reserva legal o constitucional de la información cuando corresponda.
El incumplimiento de estas obligaciones puede generar responsabilidad disciplinaria ante las autoridades competentes. En todo caso, las IPS, teniendo en cuenta la diversidad de formas organizativas y de fuentes de financiación que caracterizan al sector salud, deben realizar un análisis riguroso de su naturaleza jurídica —pública, privada o mixta— y de la procedencia de sus recursos —privados, públicos, parafiscales, entre otros— con el fin de determinar con exactitud el alcance real de las obligaciones mencionadas. Esta verificación resulta indispensable para evitar que las instituciones asuman cargas, deberes o responsabilidades que no les son exigibles conforme al marco normativo aplicable, lo cual podría derivar en actuaciones contrarias a la ley o comprometer indebidamente su capacidad operativa y financiera. Todo ello, sin perjuicio de las competencias de inspección, vigilancia y control a cargo de la Superintendencia Nacional de Salud.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la naturaleza de una IPS y su deber de publicación debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.



III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. Uno de los postulados más importantes de un Estado social y democrático de derecho es el principio de publicidad, pues este permite que las actuaciones de las autoridades gocen de visibilidad. En tal sentido, la filosofía política ha indicado que la democracia “[…] es idealmente el gobierno de un poder visible, es decir, el gobierno cuyos actos se realizan ante el público y bajo la supervisión de la opinión pública”[footnoteRef:1]. El secreto generalizado en el ejercicio del poder político constituye, por el contrario, una negación de la democracia, porque dificulta la supervisión de las autoridades por parte de la sociedad civil y establece una barrera para la participación ciudadana. Inspirada en esta concepción axiológica, en los Estados de derecho se pregonan la publicidad de las actuaciones de los poderes públicos.  [1:  BOBBIO, Norberto. Democracia y secreto. México: Fondo de Cultura Económica, 2013. p. 27.] 

Como evidencia de ello, la Constitución Política de 1991 consagra en varios artículos la publicidad como un principio rector del Estado colombiano. Entre los más destacados, puede mencionarse el 209, que afirma que la publicidad es uno de los principios que fundamentan el ejercicio de la función administrativa, y el 74, que consagra la garantía de acceso a los documentos públicos que no gocen de reserva –y esta, además, es excepcional, pues solo procede si existe causal constitucional o legal expresa–. 
De otra parte, la Ley 1712 de 2014 –Ley estatutaria que regula la transparencia y el derecho de acceso a la información y a los documentos públicos–, identifica como principios que orientan el derecho de acceso a la información pública, el de máxima publicidad, transparencia en la información y buena fe. El principio de máxima publicidad establece que “toda información en posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición constitucional o legal”[footnoteRef:2]. El principio de transparencia en la información alude al deber de los sujetos de proporcionar y facilitar el acceso a la misma en los términos más amplios posibles, y a través de los medios y procedimientos legales. En este sentido, el artículo la Ley 1712 de 2014 establece el ámbito de ampliación, esto es, quienes son los sujetos obligados a publicar su información: [2:  Ley 1712 de 2014: «Artículo 2. Toda información en posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición constitucional o legal, de conformidad con la presente ley».
] 


[bookmark: 5]ARTÍCULO 5o. Ámbito de Aplicación. <Artículo corregido por el artículo 1 del Decreto 1494 de 2015. El nuevo texto es el siguiente:> Las disposiciones de esta ley serán aplicables a las siguientes personas en calidad de sujetos obligados:
a) Toda entidad pública, incluyendo las pertenecientes a todas las Ramas del Poder Público, en todos los niveles de la estructura estatal, central o descentralizada por servicios o territorialmente, en los órdenes nacional, departamental, municipal y distrital.
b) Los órganos, organismos y entidades estatales independientes o autónomos y de control.
c) Las personas naturales y jurídicas, públicas o privadas, que presten función pública, que presten servicios públicos respecto de la información directamente relacionada con la prestación del servicio público.
d) Cualquier persona natural, jurídica o dependencia de persona jurídica que desempeñe función pública o de autoridad pública, respecto de la información directamente relacionada con el desempeño de su función.
e) Las empresas públicas creadas por ley, las empresas del Estado y sociedades en que este tenga participación.
f) Los partidos o movimientos políticos y los grupos significativos de ciudadanos.
g) Las entidades que administren instituciones parafiscales, fondos o recursos de naturaleza u origen público.
Las personas naturales o jurídicas que reciban o intermedien fondos o beneficios públicos territoriales y nacionales y no cumplan ninguno de los otros requisitos para ser considerados sujetos obligados, solo deberán cumplir con la presente ley respecto de aquella información que se produzca en relación con fondos públicos que reciban o intermedien.
PARÁGRAFO 1o. No serán sujetos obligados aquellas personas naturales o jurídicas de carácter privado que sean usuarios de información pública.

Teniendo en cuenta quienes son los sujetos obligados a publicar la información, es pertinente señalar que el precitado artículo dispone que la Ley 1712 aplica a un amplio conjunto de sujetos obligados, incluyendo todas las entidades públicas de cualquier rama y nivel; órganos autónomos y de control; personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que ejerzan función pública o presten servicios públicos respecto de la información relacionada con dicha función; empresas estatales; partidos y movimientos políticos; y entidades que administren recursos públicos o parafiscales. Además, quienes reciban o intermedien fondos públicos, sin cumplir otros criterios, solo deben cumplir la ley respecto de la información vinculada a esos recursos. Finalmente, aclara que los usuarios privados de información pública no son sujetos obligados.
Dicho artículo establece una serie de entidades y organizaciones que no se caracterizan siempre por ser de naturaleza pública, sino que depende de la función o a la administración de recursos para cumplir el deber de publicar su información. Así mismo, el artículo 9 de la Ley 1712 de 2014 exige que todo sujeto obligado publique de forma proactiva información básica sobre su estructura y gestión: su organización interna, funciones, sedes y horarios; su presupuesto, ejecución y planes de gasto; un directorio con cargos, contactos y escalas salariales; las normas, políticas, metas, manuales e indicadores de desempeño; el plan anual de compras y los contratos adjudicados, incluyendo datos esenciales de los contratistas; los plazos de los contratos; y el Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano. Además, la información debe ser clara, comprensible, veraz y oportuna, ajustarse a los formatos definidos por Función Pública para servidores y contratistas, y cumplir con las directrices de la estrategia de gobierno en línea. 
Asimismo, de acuerdo con el literal g) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014, todos los destinatarios de la Ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la Información Pública deben garantizar la publicidad de “sus procedimientos, lineamientos, políticas en materia de adquisiciones y compras, así como todos los datos de adjudicación y ejecución de contratos, incluidos concursos y licitaciones”, y esta información también debe estar en el SECOP. 
El derecho de acceso a la información pública o de interés público permite a toda persona, sin necesidad de acreditar calidad, interés o condición particular, conocer la existencia de información pública, acceder a la misma y difundirla o publicarla, según su interés[footnoteRef:3]. En ese contexto, las Entidades Estatales, conforme al artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015, tienen la obligación de publicar en el SECOP “[…] los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su expedición […]”. [3:  Corte Constitucional. Sentencia C‒274 de 9 de mayo de 2013. M.P. María Victoria Calle Correa. 
] 

La expresión Documentos del Proceso está definida en el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015, donde se establece que: “son: (a) los estudios y documentos previos; (b) el aviso de convocatoria; (c) los pliegos de condiciones o la invitación; (d) las adendas; (e) la oferta; (f) el informe de evaluación; (g) el contrato; y cualquier otro documento expedido por la Entidad Estatal durante el Proceso de Contratación”. [Énfasis fuera de texto]
Sin embargo, para identificar los documentos que deben publicarse, es necesario realizar una interpretación sistemática de las disposiciones del Decreto 1082 del 2015, comoquiera que el anterior no es un listado taxativo, sino enunciativo, porque además de los documentos enlistados, el artículo 2.2.1.1.1.3.1 Ibidem recoge en la noción de Documentos del Proceso “cualquier otro documento expedido por la Entidad Estatal durante el Proceso de Contratación”. 
Este mismo artículo define la expresión Proceso de Contratación como el “Conjunto de actos y actividades, y su secuencia, adelantadas por la Entidad Estatal desde la planeación hasta el vencimiento de las garantías de calidad, estabilidad y mantenimiento, o las condiciones de disposición final o recuperación ambiental de las obras o bienes o el vencimiento del plazo, lo que ocurra más tarde”. Nótese que la norma se refiere a los documentos “expedidos por la entidad estatal” durante el proceso de contratación, excluyendo de la noción de Documentos del Proceso los expedidos por un sujeto distinto a la entidad, salvo la oferta, la cual se incluye expresamente en el referido artículo 2.2.1.1.1.3.
En ese sentido, la interpretación sistemática de los preceptos del Decreto 1082 de 2015, de acuerdo con el principio de publicidad, inicialmente, indica que las Entidades Estatales tienen la obligación de publicar todos los documentos que expidan con ocasión del Proceso de Contratación, es decir, que todos los documentos expedidos por la entidad durante las etapas precontractual, de ejecución y postcontractual deberán publicarse en SECOP dentro de los tres (3) días siguientes a su expedición, para cumplir el deber de publicidad regulado por el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015.
Con el propósito de garantizar el cumplimiento del mencionado deber de publicidad, se le asignó a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente, la función de administrar el SECOP[footnoteRef:4]. Dicha plataforma ha tenido dos versiones, esto es, el SECOP I y el SECOP II. La primera versión de la plataforma –SECOP I–, sólo funciona como medio de publicidad, es decir, no es transaccional, lo que significa que el procedimiento contractual ocurre fuera de la plataforma y a través de un expediente físico en la entidad, pero las actuaciones y los documentos se convierten en electrónicos para ser cargados a la plataforma, por quien tenga la función dentro de la entidad, de acuerdo con su organización interna. [4:  Decreto 4170 de 2011: “Artículo 3. Funciones: La Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– ejercerá las siguientes funciones: [...]
8. Desarrollar y administrar el Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP) o el que haga sus veces, y gestionar nuevos desarrollos tecnológicos en los asuntos de su competencia, teniendo en cuenta los parámetros fijados por el Consejo Directivo [...]”.] 

En cambio, el SECOP II, es una plataforma transaccional que permite gestionar en línea los procedimientos de contratación, con cuentas y usuarios asociados a estas, para las entidades y los proveedores, y vista pública para cualquier interesado en hacer seguimiento a la contratación pública. Desde sus cuentas, las entidades crean, evalúan y adjudican procedimientos de contratación, y gestionan la fase de ejecución del contrato. Los proveedores pueden hacer comentarios a los documentos del procedimiento, presentar ofertas y seguir el procedimiento de selección en línea.
Sin embargo, pese a que los documentos que deben publicarse en el SECOP II corresponden a los mismos que deben publicarse en el SECOP I, esto es, todos los expedidos con ocasión el proceso de contratación con excepción de los expresamente excluidos, la naturaleza transaccional del SECOP II implica que los procesos contractuales no sólo deban ser publicados mediante esta plataforma, sino también gestionados a través de ella, al consistir la mayoría de los hitos contractuales en documentos y actuaciones electrónicas generadas en tiempo real, de tal manera que el proceso contractual avanza en la medida en la que se generen y aprueben estos documentos y actuaciones electrónicas en la plataforma. Esto a diferencia de los procesos publicados en el SECOP I, en los que primero se generan los documentos escritos y luego se publican en la plataforma dentro del plazo de tres (3) días previsto en el artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015. 

ii. Teniendo en cuenta lo expuesto, es pertinente precisar que este segundo punto de las consideraciones no se centrará en analizar un caso en especial, pues no es competencia de la Agencia determinar la naturaleza jurídica de una entidad en particular, ya que solo le corresponde revisar el alcance e interpretación de normas de carácter general del Sistema de Compras Públicas; y por tanto, se hará un análisis de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud - IPS-, en un sentido amplio, con el fin de comprender un poco su naturaleza jurídica.
Para comprender la naturaleza de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud -IPS-, es importante resaltar que   la Corte Constitucional[footnoteRef:5] ha señalado que la Ley 100 de 1993 estructuró el Sistema General de Seguridad Social en Salud con el propósito de alcanzar la cobertura universal mediante un modelo institucional que distribuye las funciones entre los distintos actores que lo integran. En ese diseño, las Entidades Promotoras de Salud (EPS) tienen a su cargo la afiliación de los usuarios y la garantía de la prestación del Plan Obligatorio de Salud, mientras que las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) son las entidades organizadas para la prestación efectiva de los servicios de salud. Asimismo, la Corte ha destacado que el legislador configuró un sistema que permite la concurrencia de entidades públicas y privadas en condiciones de libre competencia, sin que desvirtúe el carácter de interés público y la finalidad social del servicio de salud, pues el ejercicio de la libertad económica se encuentra sometido al marco legal y a las facultades de regulación, vigilancia y control que corresponden al Estado. [5:  Corte Constitucional. Sentencia C-616 del 13 de junio de 2001. M.P. Rodrigo Escobar Gil. ] 

La Ley 100 de 1993 incluye dentro de los integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud a las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS), comprendiendo bajo esa denominación a las entidades de naturaleza pública, mixta y privada. A su vez, el artículo 185 ibídem dispone que las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) tienen como función prestar los servicios de salud correspondientes a su nivel de atención a los afiliados y beneficiarios del Sistema, de conformidad con los principios y parámetros establecidos en la ley. Asimismo, establece que las IPS deben regirse por los principios de calidad, eficiencia y autonomía administrativa, técnica y financiera, promover la libre concurrencia mediante el suministro de información oportuna, suficiente y veraz a los usuarios, abstenerse de realizar prácticas que afecten la libre competencia o interrumpan la prestación de los servicios de salud, y cumplir los requisitos que determine el Ministerio de Salud para su constitución.
La Corte Constitucional ha señalado que las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS), “son entidades oficiales, privadas, comunitarias o solidarias, organizadas para la prestación de los servicios de salud, dentro de las EPS o fuera de ellas, como clínicas, centros de salud, hospitales, consultorios profesionales, entre otros”[footnoteRef:6]. En este contexto, la prestación de los servicios de salud se realiza a través de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS). En determinados casos, la atención también puede acordarse con profesionales independientes o con grupos de práctica médica debidamente constituidos. Los acuerdos de voluntades o contratos celebrados entre las EPS y las IPS se rigen por las normas del derecho privado, aun cuando algunos aspectos puntuales de estas relaciones se encuentren regulados por el legislador. Esta configuración responde al amplio margen de actuación que la Ley 100 de 1993 reconoce a las entidades que intervienen en el Sistema, dentro de un marco de libre empresa y libertad de mercado[footnoteRef:7]. Frente a la posibilidad de que los particulares concurran a la prestación del servicio de salud, la Corte Constitucional ha señalado:  [6:  Corte Constitucional. Sentencia C-861 de 2006. M.P. Nilson Pinilla Pinilla.]  [7:  Corte Suprema de Justicia. Sentencia STC 21234 del 18 de diciembre de 2025. M.P. Adriana Consuelo López Martínez. ] 


“[…]Considera del caso la Corte señalar, que la posibilidad que los particulares concurran a la prestación del servicio de salud en condiciones de competencia económica no es incompatible con su carácter de interés público y su finalidad eminentemente social, pese a que se trata de sujetos que actúan motivados por intereses privados, que también gozan de la protección de la Constitución. Por otro lado, precisamente por las razones que se acaban de esgrimir, resulta claro que el ejercicio de la libertad económica y la libre competencia en materia de salud sólo puede darse dentro del ámbito que el legislador haya previsto para el efecto, y dentro de las rigurosas condiciones de regulación, vigilancia y control que se derivan de la responsabilidad constitucional que el Estado tiene en este sector social”[footnoteRef:8].  [8:  Corte Constitucional. Sentencia C-616 de 2001. M.P. Rodrigo Escobar Gil] 


El Sistema General de Seguridad Social en Salud no solo está integrado por las entidades encargadas de la administración y prestación de los servicios de salud, sino también por el conjunto de recursos destinados a garantizar la financiación de las prestaciones previstas por la Ley 100 de 1993. En este sentido, la Corte Constitucional[footnoteRef:9] ha explicado que dichos recursos constituyen un elemento esencial del Sistema, pues hacen posible la efectividad del derecho a la seguridad social y la prestación continua del servicio público de salud. Por ello, el Constituyente estableció una protección especial sobre estos recursos, orientada a garantizar que permanezcan garantizados para el cumplimiento de los fines propios del Sistema. [9:  Corte Constitucional. Sentencia C-1040 de 2003. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  ] 

En desarrollo de lo anterior, la Corte precisó que una parte importante de los recursos que financian el Sistema General de Seguridad Social en Salud proviene de las cotizaciones obligatorias efectuadas por los afiliados. Tales cotizaciones constituyen contribuciones parafiscales, en la medida en que son establecidas por la ley, tienen carácter obligatorio, gravan a un grupo determinado de personas y se destinan exclusivamente a la financiación de un servicio que beneficia al mismo sector que las aporta[footnoteRef:10]. En consecuencia, estos recursos no ingresan al patrimonio general del Estado ni pueden destinarse a finalidades distintas de las previstas para el Sistema General de Seguridad Social en Salud. [10:  Ibídem. ] 

Asimismo, la Corte destacó que la naturaleza parafiscal de estos recursos implica que su administración se encuentra sometida al principio de destinación específica previsto en el artículo 48 de la Constitución Política. En ese sentido, explicó que la protección constitucional recae sobre los recursos de la seguridad social y no sobre la naturaleza pública o privada de la entidad que interviene en su administración. Por ello, mientras los recursos conserven su destinación a la financiación del Sistema General de Seguridad Social en Salud, permanecen amparados por la protección constitucional prevista en el artículo 48 Superior.
En tal sentido, las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) obtienen ingresos provenientes de diversas fuentes y no exclusivamente de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud. En efecto, además de los pagos derivados de la prestación de servicios financiados con recursos del Sistema, las IPS pueden percibir ingresos por la prestación de otros servicios de salud, como los correspondientes a planes adicionales, medicina prepagada, pólizas de seguros u otros servicios ajenos al Plan Obligatorio de Salud. En consecuencia, los recursos de las IPS no tienen, en su integridad, naturaleza parafiscal ni destinación específica, circunstancia que las diferencia de las EPS y de las entidades administradoras del Sistema[footnoteRef:11].    [11:   Corte Constitucional. Sentencia C-861 de 2006. M.P. Nilson Pinilla Pinilla.] 

Las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) no conforman una categoría homogénea ni tienen una única naturaleza jurídica. De acuerdo con la Ley 100 de 1993, estas pueden ser oficiales, mixtas, privadas, comunitarias o solidarias, y estar organizadas dentro de las Entidades Promotoras de Salud o por fuera de ellas, con el propósito de prestar servicios de salud a los afiliados del Sistema General de Seguridad Social en Salud. En este asunto, puede encontrarse que las IPS que tienen la calidad de hospitales universitarios, que son definidos por el artículo 100 de la Ley 1438 de 2011 modificado por la Ley 2010 de 2019 y la Ley 2333 de 2023: “El hospital universitario es una institución prestadora de salud que proporciona entrenamiento universitario, enfocado principalmente en programas de posgrado, supervisado por autoridades académicas competentes y comprometidas con las funciones de formación, investigación y extensión”.
Esta diversidad supone que la denominación de IPS identifica principalmente la actividad de prestación de servicios de salud, pero no determina por sí sola una forma jurídica específica. Bajo dicha categoría pueden concurrir entidades constituidas conforme a diferentes modelos organizativos y sometidas a regímenes jurídicos distintos, según su naturaleza, su forma de creación y las disposiciones especiales que resulten aplicables.
Del mismo modo, las IPS pueden percibir recursos provenientes de diferentes fuentes. Algunos pueden corresponder a recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud y conservar la naturaleza parafiscal y la destinación específica que les reconoce el artículo 48 de la Constitución Política, mientras que otros pueden derivarse de actividades o servicios distintos autorizados por el ordenamiento jurídico. Por tanto, la naturaleza jurídica de una IPS y la naturaleza de los recursos que percibe no pueden establecerse de manera general a partir de su sola condición de prestadora de servicios de salud. Para ello es necesario examinar, en cada caso, su forma de constitución, la participación pública o privada existente, el régimen jurídico que la regula y el origen y destinación de los recursos que administra. 

iii. A partir de las consideraciones expuestas, puede afirmarse que las IPS pueden asumir distintas configuraciones jurídicas según la participación de entidades públicas en su conformación y el origen de los recursos que administran. En algunos casos, pueden operar como particulares que gestionan recursos públicos; en otros, adquieren la condición de entidades de régimen especial cuando la presencia estatal es determinante, como ocurre con la participación de Empresas Sociales del Estado. Por ello, se considera pertinente exponer los fundamentos normativos de cada escenario planteado para aludir las obligaciones que les pueden ser aplicables dentro del Sistema de Compras Públicas. 
a. Particulares que administran recursos públicos. Es pertinente señalar que los particulares que cumplen funciones administrativas y que ejecutan recursos públicos son sujetos obligados de la Ley 1712 de 2014, como lo dispone los literales d y g del artículo 5. En tal sentido, el literal g) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014, dispone que todos los destinatarios de la Ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la Información Pública deben garantizar la publicidad de “sus procedimientos, lineamientos, políticas en materia de adquisiciones y compras, así como todos los datos de adjudicación y ejecución de contratos, incluidos concursos y licitaciones”. 
En ese contexto, el Decreto 1080 de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura” dispuso en el artículo 2.8.3.1.5.[footnoteRef:12] que de acuerdo con el literal c) del artículo 3° de la Ley 1150 de 2007, el Sistema de Información del Estado en el cual los sujetos obligados que contratan con recursos públicos están en la obligación de publicar la información de su gestión contractual en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública –SECOP-, y que el término de publicación es lo prescrito en el Decreto 1510 de 2013, esto es, lo definido en el Decreto Compilatorio 1082 de 1015, que en el artículo 2.2.1.1.1.7.1, establece la obligación de publicar en el SECOP “[…] los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su expedición […]”. [12:  “Artículo 2.8.3.1.5. Publicación de la información contractual. De conformidad con el literal (e) del artículo 3 de la Ley 1150 de 2007, el sistema de información del Estado en el cual los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos públicos deben cumplir la obligación de publicar la información de su gestión contractual es el Sistema Electrónico para la Contratación Pública -SECOP.
Los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos públicos deben publicar la información de su gestión contractual en el plazo previsto en el artículo 19 del Decreto 1510 de 2013, o el que lo modifique, sustituya o adicione.
Los sujetos obligados que contratan con recursos públicos y recursos privados, deben publicar la información de su gestión contractual con cargo a recursos públicos en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública –SECOP”.] 

Los particulares que administran recursos públicos no adquieren, por ese solo hecho, la calidad de entidades sometidas al Estatuto General de Contratación ni pueden asimilarse a entidades de régimen especial para efectos de exigirles la publicación en SECOP II. Sin embargo, ello no los exonera del deber de reportar en SECOP I la información contractual asociada a la gestión de los recursos públicos que administran, conforme a lo prescrito en la Ley 1150 de 2007, los Decretos 1080 y 1082 de 2015.  
b. Entidades de régimen especial. Son aquellas entidades que por disposición legal cuenten con un régimen contractual especial de contratación, teniendo en cuenta los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, respectivamente según sea el caso y estarán sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal, conforme al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007. De igual modo, dicho artículo 13 modificado por el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022, el cual estableció la obligación de las Entidades Estatales exceptuadas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública de publicar en el SECOP II –es decir en la plataforma transaccional vigente– su actividad contractual. Así pues, respecto de los documentos que deben publicarse en el SECOP II a efectos de cumplir el mandato consagrado en el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022, es preciso advertir que la disposición hace referencia a los documentos relacionados con su actividad contractual, la cual define como “[…] los documentos, contratos, actos e información generada por oferentes, contratista, contratante, supervisor o interventor, tanto en la etapa precontractual, como en la contractual y la post-contractual”.
En ese sentido, dicho precepto anteriormente referenciado establece el deber de publicar toda aquella información relacionada con el respectivo contrato, sin incluir ninguna excepción relacionada con la naturaleza u objeto contractual. Por lo tanto, para que las entidades exceptuadas cumplan con el deber de publicidad consagrado en el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022 que modificó el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007[footnoteRef:13], se requiere que publiquen en el SECOP II todo documento expedido durante las diferentes etapas del proceso contractual, abarcando desde la fase previa a su celebración, pasando por la ejecución y hasta la fase posterior a su ejecución. Adicionalmente se aclara, que el cumplimiento del deber de publicación de la documentación contractual debe armonizarse con las normas aplicables al tipo de información que estas contienen, si procede restricción de esta por una reserva constitucional o legal.  [13:  Artículo 53. Adiciónese los siguientes incisos al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, el cual quedará así: 
Artículo 13. Principios generales de la actividad contractual para entidades no sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. Las entidades estatales que por disposición legal cuenten con un régimen contractual excepcional al del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, aplicarán en desarrollo de su actividad contractual, acorde con su régimen legal especial, los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, respectivamente según sea el caso y estarán sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal. 
En desarrollo de los anteriores principios, deberán publicar los documentos relacionados con su actividad contractual en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP II) o la plataforma transaccional que haga sus veces. Para los efectos de este artículo, se entiende por actividad contractual los documentos, contratos, actos e información generada por oferentes, contratista, contratante, supervisor o interventor, tanto en la etapa precontractual, como en la contractual y la postcontractual. 
A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, se establecerá un periodo de transición de seis (6) meses, para que las entidades den cumplimiento efectivo a lo aquí establecido. ] 

Teniendo en cuenta, la obligatoriedad de SECOP II para entidades de régimen especial, es preciso señalar que está habilitado dos módulos para dichas entidades: i) Régimen Especial con Ofertas, que consiste en un procedimiento contractual que se desarrolla en línea y dentro de la plataforma, en el que las entidades pueden estructurar el proceso de contratación y recibir las ofertas de los proveedores y generar el contrato electrónico y demás documentos, conformándose un expediente electrónico; ii) Régimen Especial sin Ofertas, que consiste en que las entidades pueden estructurar el Proceso de Contratación, generar el contrato electrónico y realizar la gestión contractual. Al respecto, la Circular Externa No. 002 del 23 de agosto de 2024, estableció los lineamientos para la aplicación del artículo 53 de la Ley 2195 de 2022 por parte de las Entidades Estales que por disposición legal cuentan con un régimen contractual excepcional al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. En dicha Circular expresó frente a estos dos módulos lo siguiente: “[…]

En el primer caso, si la entidad opta por hacer uso de la plataforma de manera transaccional (firmando el contrato electrónicamente), deberá utilizar el módulo de “Contratación Régimen Especial”, estructurar el proceso de contratación, generar el contrato electrónico y realizar la gestión contractual en línea a través de la plataforma. En el segundo caso, si decide utilizar el SECOP II como herramienta de publicidad, deberá crear el proceso de contratación en el SECOP II mediante el módulo “Contratación Régimen Especial (sin ofertas)”, cargar todos los documentos del proceso en la sección dispuesta para ello y publicar el proceso. La publicación de los documentos de la gestión contractual, incluido el contrato firmado manuscritamente, debe realizarse mediante modificaciones al proceso a través de la opción “Modificaciones/Adendas”. Sin embargo, las Entidades Públicas deberán tener en cuenta que, si utilizan esta opción, no deben dar clic en “Finalizar” después de publicar el proceso, en tanto que la plataforma cierra el expediente y no permite la publicación posterior de ningún otro documento	

	La entidad, en ejercicio de su autonomía y conforme al régimen especial que la rige, será la responsable de determinar cuál de los dos módulos de contratación resulta aplicable en cada proceso que adelante. Esta decisión no es automática, sino que debe surgir de un análisis cuidadoso realizado por la propia entidad con el acompañamiento de sus asesores, teniendo en cuenta la naturaleza del contrato, los principios de transparencia y eficiencia, así como las condiciones particulares de la contratación con o sin oferta. De este modo, se garantiza que la selección del módulo no solo responda a la normativa vigente, sino también a las necesidades específicas de cada proceso, permitiendo que la contratación se lleve a cabo de manera más ágil y ajustada a la realidad institucional. En todo caso, y en concordancia con lo anterior, a Circular 002 del 1 de junio de 2022, relacionada con la aplicación del artículo 53 de la Ley 2195 de 2022, expedida por el Departamento Administrativo de la Presidencia, frente al plazo para cargar los documentos señaló:

Si se utiliza el SECOP II como herramienta de publicidad, la publicación de los documentos relacionados con la actividad contractual deberá realizarse dentro de los 3 días siguientes a su expedición, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 2.1.1.2.1.7. del Decreto 1081 de 2015, el cual remite al artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015, en el que se hace referencia al plazo en cita. 

Si se hace uso de la plataforma de manera transaccional, la publicación de los documentos relacionados con la actividad contractual deberá realizarse en los términos establecidos en el cronograma del proceso de selección y las reglas aplicables a cada modalidad de contratación en particular, de acuerdo con cada Manual de Contratación. (Cursiva fuera del original).

	Así las cosas, se concluye que las Entidades Estatales que, por disposición legal, cuenten con un régimen contractual distinto al previsto en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, disponen de un plazo de tres (3) días hábiles posteriores a la expedición del acto para realizar la publicación en el SECOP II. Esto, sin perjuicio de que dichas entidades utilicen la plataforma de manera transaccional, caso en el cual la publicación de los documentos deberá efectuarse en tiempo real, conforme al cronograma establecido para el respectivo proceso de selección.
En este escenario, se plantea un deber de publicidad de la información contractual en SECOP, ya sea en SECOP I o en SECOP II, conforme a lo expresado en consideraciones previas. En este sentido, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente, como ente rector del Sistema de Compra y Contratación Pública y, en virtud de las funciones conferidas por los numerales 2, 5 y 8 del artículo 3 del Decreto Ley 4170 de 2011, es el competente para administrar el SECOP, desarrollar e impulsar políticas públicas, programas, herramientas y normas orientadas a la organización y articulación de los partícipes en los procesos de compras y contratación pública, así como para promover las mejores prácticas en la gestión contractual del Estado, a fin de lograr una mayor eficiencia, transparencia y optimización de los recursos públicos. En virtud de dichas facultades, ha expedido diferentes Circulares sobre el uso y obligatoriedad de publicar en SECOP, ya sea SECOP I o SECOP II, la actividad contractual que se realice con recursos públicos.
El incumplimiento de estas obligaciones puede generar responsabilidad disciplinaria ante las autoridades competentes. En todo caso, las IPS, teniendo en cuenta la diversidad de formas organizativas y de fuentes de financiación que caracterizan al sector salud, deben realizar un análisis riguroso de su naturaleza jurídica —pública, privada o mixta— y de la procedencia de sus recursos —privados, públicos, parafiscales, entre otros— con el fin de determinar con exactitud el alcance real de las obligaciones mencionadas. Esta verificación resulta indispensable para evitar que las instituciones asuman cargas, deberes o responsabilidades que no les son exigibles conforme al marco normativo aplicable, lo cual podría derivar en actuaciones contrarias a la ley o comprometer indebidamente su capacidad operativa y financiera. Todo ello, sin perjuicio de las competencias de inspección, vigilancia y control a cargo de la Superintendencia Nacional de Salud.

iv. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la naturaleza de una IPS y su deber de publicación debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas:

	· Constitución Política, artículos 48, 74 y 209.
· Ley 100 de 1993, artículo 185
· Ley 1438 de 2011, artículo 100.
· Ley 1150 de 2007, artículos 3 y 13.
· Ley 2333 de 2023.
· Decreto Ley 4170 de 2011, artículo 3° numerales 2, 5 y 8. 
· Ley 1712 de 2014, artículos 5, 9, 10 y 11. 
· Decreto 1081 de 2015, artículos 2.1.1.2.1.7., 2.1.1.4.3.2. 
· Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.7.1, 2.2.1.1.1.3.1., 2.2.2.1.8.3., 2.2.2.1.5.11., 2.2.2.1.12.7.



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, en referencia a al deber de publicidad contractual en los conceptos CU-367 del 23 de julio de 2020, reiterado en los conceptos: C−433 de 24 de julio de 2020, C−468 del 24 de julio de 2020, C−474 de 24 de julio de 2020, C−488 del 28 de julio de 2020, C−544 del 21 de agosto de 2020, C−575 del 27 de agosto de 2020, C−643 del 26 de octubre de 2020, C−661 del 17 de noviembre de 2020, C-094 del 13 de abril de 2021, C−068 del 22 de abril de 2021, C-185 del 29 de abril de 2021, C-472 del 6 de septiembre de 2021 y C-804 de 2024, C-185 del 24 de marzo de 2025, C-487 del 30 de mayo de 2025, 1177 del 1 de octubre de 2025, C-1784 del 22 de diciembre de 2026, C-809 del 25 de junio de 2026, entre otros. “Asimismo, se adelantó un análisis sobre las IPS Universitarias con el fin de identificar y comprender sus distintas configuraciones organizativas. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026
Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica
	Por último, aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
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